— DEL GRUPO PARLAMENTARIO MIXTO (SRA. RAHOLA), SOBRE CREACION DE UN FONDO DE COMPENSACION DE PENSIONES EN SUPUESTOS DE RUPTURA MATRIMONIAL O DEL NUCLEO FAMILIAR Y DE ALIMENTOS

(Número de expediente 122/000007)

— DEL GRUPO SOCIALISTA DEL CONGRESO, SOBRE FONDO DE GARANTIA DE ALIMEN-TOS

(Número de expediente 122/000023)

DEL GRUPO PARLAMENTARIO FEDERAL DE IZQUIERDA UNIDA-INICIATIVA PER CATA-LUNYA, SOBRE CREACION DE FONDO DE GARANTIA DE ALIMENTOS Y PENSIONES COMPENSATORIAS EN SUPUESTOS DE RUPTURA MATRIMONIAL O DEL NUCLEO FAMILIAR Y DE ALIMENTOS 

(Número de expediente 122/000025)

El señor PRESIDENTE: Dentro del punto segundo del orden del día, los apartados 3, 4 y 5 versan sobre la misma materia, por lo que procedemos a su debate acumulado.

En primer lugar, para la defensa de la proposición de ley del Grupo Parlamentario Mixto (señora Rahola), sobre la creación de un fondo de compensación de pensiones en supuestos de ruptura matrimonial o del núcleo familiar y de alimentos, tiene la palabra la proponente.

La señora RAHOLA I MARTINEZ: Señor Presidente, señorías, en nombre de Esquerra Republicana les quiero presentar una proposición de ley de creación de un fondo de compensación de pensiones en supuestos de ruptura matrimonial o del núcleo familiar y de alimentos, para que, una vez tomada en consideración, podamos empezar a trabajar con el fin de dar una respuesta, a nivel legislativo, realista y pragmática a la situación de impagos de pensiones y de alimentos a cónyuges separados, divorciados o que han visto su matrimonio anulado y que tienen a su cargo hijos me-nores de edad.

Antes quiero que quede clara también nuestra posición favorable a las otras dos proposiciones de ley que van en el mismo sentido y que se han presentado en esta Cámara, la del Grupo Socialista y la de Izquierda Unida, aunque lamentamos, en el caso de Izquierda Unida, que quizá la precipitación les haya hecho calcar casi literalmente la nuestra.

Retornando a la proposición de ley de Esquerra, no hace falta decir que esta misma protección, obviamente y en sintonía con aquello que Esquerra Republicana ha defendido siempre, se pretende dar con esta proposición de ley a las familias de hecho constituidas por parejas con o sin hijos que sin estar unidas por vínculo matrimonial constituyen, a nuestro entender, un núcleo familiar perfectamente definido. Por eso en el enunciado de la proposición de ley distinguimos perfectamente entre la crisis del matrimonio y la crisis del núcleo familiar.

Nos proponemos, pues, con la creación de este fondo cubrir las necesidades más perentorias de las familias sin recursos económicos y que no reciben puntualmente la prestación económica a que tienen derecho, por medio de aquello que establecen las resoluciones judiciales, ya sean sentencias, ya sean resoluciones interlocutorias que fijen medidas de carácter provisional o provisionalísimas. Al mismo tiempo, estas familias no tienen posibilidad real de que, con su reclamación legal, estas pensiones sean atendidas. 

(El señor Vice-presidente, Fernández-Miranda y Lozana, ocupa la Presidencia.) 

Y, por tanto, se producen situaciones de agravio comparativo y en ocasiones una especial y particular perversión en el caso de los menores de familias monoparentales o que son víctimas del abandono de sus padres y que se encuentran acogidos por otros familiares.

Partimos, a nuestro entender, de una constatación inevitable: todos conocemos, más o menos, que en los procesos judiciales que se inician por crisis matrimoniales se producen situaciones de impago de las pensiones acordadas judicialmente y, por tanto, las situaciones negativas que esto comporta y que antes hemos descrito. Me estoy refiriendo particularmente a que estos incumplimientos llevan a los hijos y a sus progenitores que tienen a su cargo el cuidado y custodia de aquellos, y muy especialmente de manera mayoritaria a las mujeres, a la práctica indigencia y, por tanto, a situaciones de pobreza graves, que no encuentran amparo en los tribunales de justicia ordinarios, en la medida en que, de un lado, la Administración de justicia tiene defectos obvios de funcionamiento sufridos por el colectivo que nos ocupa en su condición de justiciables, por tanto de usuarios de esta administración, pero, de otro lado también, porque constatando la realidad diaria, la lastimosa y penosa búsqueda de vías que permitan huir de la ley, tal como evidencia la importancia de la economía sumergida, al mismo tiempo pretenden escapar a controles de creditores singulares, preocupados por la satisfacción de sus créditos. Si además añadimos que la justicia es cara y que ésta es una circunstancia que en absoluto favorece a quienes sufren el problema de la falta de pago de las pensiones y alimentos, nos lleva a una situación, desde un punto de vista económico, patrimonial y familiar que entendemos muy crítica.

Pueden observar SS. SS. que la idea motriz, el motivo central de nuestra proposición de ley está constituido por la necesidad de tomar conciencia ante la situación de marginación y pobreza que se origina a partir de estas circunstancias.

Pero quiero llamar la atención muy particularmente sobre los efectos especialmente negativos y perversos que esta conducta, que entendemos claramente incívica y, por tanto, inmoral, tiene, en primer lugar, sobre las pensiones de alimentos stricto sensu, entendidos como tales, porque de su percepción o no depende el sustento más básico de las cargas familiares más indispensables para la propia subsistencia. En segundo lugar, sobre las llamadas pensiones compensatorias que, como ustedes conocen perfectamente, son las que se dan a partir de situaciones de eventual desequilibrio económico y que se otorgan a favor de aquellas personas, aquellos cónyuges o miembros de parejas de hecho, sobre todo gente de avanzada edad, gente mayor sin hijos a su cargo, pero que están muy necesitadas de una percepción económica, sobre todo cuando han estado toda la vida dedicadas al trabajo de labores domésticas, sin acceso al mundo del trabajo y con una estricta dependencia de los ingresos del cónyuge o de la pareja con quien ya no conviven.

En tercer lugar, quería también reclamar su atención y poner un especial énfasis en el efecto negativo que esto tiene en otro segmento de la población, en otro colectivo especialmente. Me estoy refiriendo --lo quiero destacar— a las dificultades que en la práctica tienen las mujeres. Cualquier abogado, cualquier persona con cierta experiencia profesional desde cualquier actividad jurídica puede constatar que es muy alto el porcentaje de mujeres que tienen atribuida la custodia de los hijos menores y que sufren dificultades muy acusadas, más que los hombres, para una adecuada inserción en el mundo del trabajo.

Para acabar esta primera parte de mi intervención, en síntesis, la creación de este fondo se dirige preferentemente

a la tutela y a la protección de los intereses legítimos de estas mujeres, a subsanar las dificultades y las situaciones de grave desequilibrio económico sufrido por beneficiarios o beneficiarias de alimentos para su subsistencia. Se dirige también, muy especialmente, a las personas mayores sin hijos menores que atender, pero que han quedado en una situación de grave desequilibrio económico respecto al cónyuge o pareja que obtenía ingresos.

Llegado a este punto, quiero citar la ya clásica y obligada recomendación 869/1979, de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, por la cual se invitaba a los gobiernos representados en este organismo a incorporar a su ordenamiento interno la necesidad de garantizar el pago de las pensiones por alimentos de hijos menores no emancipados, establecido por medio de resolución judicial relativa a la ruptura matrimonial.

Se consagraba, pues, en esta clásica resolución la necesidad de establecer una compensación económica a cargo de los Estados, a modo y manera de adelanto, por lo tanto, anticipando estas cantidades en caso de incumplimiento de pago de la pensión de alimentos por parte del cónyuge o persona obligada a hacerlo.

Debemos lamentar aquí que, desde la aprobación de la antedicha recomendación, ha sido nula la voluntad política expresada por los sucesivos gobiernos del Estado a la hora de crear este fondo, a pesar de existir ensayos sectorial o incidentalmente en la reforma operada en el Código Penal a través de Ley Orgánica de 21 de junio, en la que se tipificaba el entonces tipo penal del artículo 487, que actualmente, reconvertido en un nuevo Código Penal, vendría a ser el actual precepto 227, y que incidentalmente venía a introducir algunos mecanismos coercitivos tendentes a exigir o garantizar

el cumplimiento del pago de la pensión. Pero estos ensayos, estos intentos se han revelado, a nuestro entender, insuficientes para poner fin a este problema. Para nosotros, ésta ya es suficiente razón para presentar esta iniciativa en el Congreso; iniciativa, finalmente, que debemos abordar por una cuestión de estricta justicia social, estricta iniciativa legislativa que debe prosperar para no girar la espalda a problemas de muchas familias y para liderar la defensa de los derechos colectivos de las personas más desfavorecidas de nuestra sociedad.

Estamos hablando de marginación, estamos hablando de tercera edad, estamos hablando también de mujeres.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y Lozana): Muchas gracias, señora Rahola.

Para la defensa de la proposición de ley del Grupo Socialista del Congreso sobre fondo de garantía de alimentos, tiene la palabra el señor Jover Presa. 

El señor JOVER PRESA: Señor Presidente, señoras y señores Diputados, la proposición de ley que me propongo defender tiene unos objetivos muy similares, yo diría casi idénticos, a los que acaba de exponer aquí la señora Rahola; objetivos, no el contenido, que varía bastante. Ambas coinciden básicamente en lo fundamental, a saber, que ya hemos observado todos la necesidad de crear un mecanismo que haga frente a las dificultades teóricas, a veces prácticas, en la mayoría de los casos, que genera el cobro de pensiones de alimentos, bien sea declarados en convenios reguladores

aprobados posteriormente por el juez, bien sea en sentencias directamente dictadas por el Poder Judicial, en supuestos de separación, divorcio, nulidad, filiación o alimentos.

Muchas veces, ciertamente —ya se ha dicho aquí—, estas obligaciones no son satisfechas por las personas obligadas a hacerlo y, consecuentemente, se crea una grave situación de necesidad en algunos casos, sobre todo, para el cónyuge a cuyo cargo han quedado los hijos.

En principio, mi Grupo, hasta fechas relativamente recientes, hace apenas un año o año y medio, había pensado que las medidas previstas en el Código Civil y en el Código Penal debían ser suficientes para resolver estos problemas. Yo creo recordar, concretamente, que esta Cámara y el Senado aprobaron hace años una reforma del Código Penal, artículo 487 antiguo —creo recordar que en el actual es el 227, si no me equivoco, señor Presidente—, que estableció la máxima sanción posible en nuestro ordenamiento para el impago de pensiones, es decir, la sanción penal que apenas existe en ningún otro ordenamiento. De manera que podía suponerse que esta sanción penal, junto con los medios que propone el Código Civil y las leyes procesales, debían ser suficientes para resolver estos problemas.

Sin embargo, la experiencia ha demostrado que no es así. La experiencia ha demostrado que, pese a la sanción penal, pese a las previsiones del Código Civil, pese a los múltiples instrumentos procesales de que se dispone para hacer frente a esta situación, el problema sigue existiendo sigue habiendo casos, más de los que a nosotros nos gustaría, de impago de pensiones de alimentos. Por tanto, se hace necesario ya regular esta situación y hacerlo, como aquí se ha dicho y piden las tres proposiciones de ley, mediante la creación de un fondo público por el cual el Estado garantice el pago de las pensiones de alimentos cuando los obligados a hacerlo no lo han cumplido.

Señor Presidente, yo quiero reconocer que esta proposición que presenta mi Grupo, como las otras dos, no son nuevas. No pretendemos con ello abrir ningún camino, porque es cierto que esta Cámara, durante la pasada legislatura e incluso antes ya había debatido estas cuestiones. Yo estoy dispuesto a reconocer que antes que nosotros, otros grupos parlamentarios, concretamente el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió) y el Grupo Parlamentario Popular, habían traído a esta Cámara propuestas similares; no diré muy similares, pero sí que pretendían objetivos parecidos. La sensibilidad demostrada por estos Grupos me permite suponer que se traducirá ahora en un voto favorable a la toma en consideración de estas pro-posiciones de ley, repito, que solamente implican un acuerdo sobre la oportunidad y no sobre el contenido.

Quiero recordar además que sobre esta cuestión los gobiernos anteriores, concretamente el Gobierno socialista, no habían sido ajenos a ella, como aquí se ha dicho pues se había trabajado en la cuestión y el Gobierno anterior había realizado estudios en profundidad, fruto de los cuales se elaboró un anteproyecto de ley, cuyo borrador estaba acabado hace un año, con su memoria justificativa, con su memoria económica, que hacía ya una cuantificación suficientemente precisa del coste que podía tener esta propuesta. Señor Presidente, yo creo que a partir de estas propuestas, podemos trabajar ya en ello. Quiero añadir que esta documentación de que disponemos, es decir, el anteproyecto de ley al que acabo de referirme, la memoria justificativa que lo acompañaba, la memoria económica, son hoy una documentación que, a mi juicio, puede ser utilizada de forma clara por los grupos de la Cámara para llevar adelante los trabajos de Ponencia y de Comisión, en el caso de que estas proposiciones de ley sean aprobadas. Concretamente, señor Presidente, nuestro Grupo, para elaborar la proposición de ley que traemos hoy a la Cámara, se ha basado en estos trabajos; se ha basado, aunque no al pie de la letra, en el anteproyecto que ya existía hace un año aproximadamente en el Ministerio de Asuntos Sociales y, sobre todo, ha tenido muy en cuenta esa memoria económica que cuantificaba el problema con la máxima precisión. Porque nosotros, señor Presidente, somos muy conscientes de que proposiciones de este tipo generan un impacto económico, un impacto presupuestario que necesariamente debe ser tenido en cuenta.

Dicho esto, señor Presidente, paso rápidamente a exponer el contenido material de nuestra proposición. La ley que proponemos tiene como finalidad, ya se lo he dicho aquí, garantizar por parte del Estado el pago de alimentos a los hijos menores de edad, acordados en el procedimiento correspondiente, ya sea en sentencia judicial por separación, divorcio, nulidad, filiación o pensiones de alimentos, ya sea mediante convenio regulador, previamente acordado por los cónyuges y aprobado posteriormente por resolución judicial.

Naturalmente esto tendrá que hacerse a través de la incoación del oportuno procedimiento administrativo y aprobado por el órgano correspondiente, que a nosotros nos parece debería ser el Ministerio de Economía y Hacienda. Una vez acordado se hará el pago en concepto de adelanto, por así decirlo, porque automáticamente el Estado, una vez realizado el pago, se subroga totalmente en los derechos inherentes al acreedor para ver si consigue que su importe sea posteriormente satisfecho.

En nuestra proposición de ley, señor Presidente, incluimos tres cautelas que hay que tener muy en cuenta. La primera es que entendemos que lo previsto en la ley, al menos en una primera fase, solamente debe ser tenido en cuenta y aplicado a situaciones de auténtica necesidad, a situaciones en las que la unidad familiar, como consecuencia del impago de la pensión de alimentos, se encuentra ante una auténtica necesidad.

Por tanto, en nuestra proposición de ley, señor Presidente, establecemos claramente, como condición para que los beneficiarios puedan recibir las ayudas, que los ingresos de la unidad familiar no superen la cantidad establecida en la Ley reguladora del Impuesto de la Renta sobre las Personas Físicas para la obligatoriedad de efectuar declaración. También se prevé que la unidad familiar no tenga bienes patrimoniales distintos de la vivienda en que resida habitualmente.

Segunda condición, la cuantía de las ayudas. Por supuesto, la cuantía exacta deberá ser fijada caso por caso, en función de las circunstancias que se produzcan en cada situación. En la proposición de ley creemos que se han de establecer unos ciertos criterios; criterios que, tal y como los establecemos nosotros, habrían de ser las pensiones mínimas consideradas en la normativa vigente para casos similares. Concretamente, las pensiones de orfandad que han sido previstas en el Real Decreto 2547/1994, de 29 de diciembre.

Por último, y con esto voy terminando, señor Presidente, una condición absolutamente imprescindible para evitar posibles abusos es que las personas que vayan a recibir las ayudas, los futuros beneficiarios, hayan instado previamente la ejecución judicial y que ésta no haya tenido los efectos adecuados. Sin embargo, como sabemos que a veces hay situaciones de auténtica urgencia, de auténtica provisionalidad, recogemos la posibilidad de que, ante esta situación, se puedan dar con carácter provisional aunque aún no haya habido la resolución judicial ante la instancia que se haya hecho.

Ésta es muy brevemente expuesta, señor Presidente, nuestra proposición de ley y su contenido. Resumiendo, creo que es una propuesta moderada, posibilista y prudente. Porque nosotros hemos de tener en cuenta los problemas de toda índole, administrativos pero también presupuestarios, que puede generar el cumplimiento de las previsiones de esta ley.

No somos ajenos a estos problemas. Por tanto, así se explican las cautelas que establecíamos y a las que antes me refería.

Quiero que se tenga en cuenta que las previsiones que tenemos, según el informe económico al que me refería antes, indican que, hoy por hoy, ya se pueden cuantificar aproximadamente el coste que podían tener estas previsiones. Si no me equivoco, una encuesta realizada por el Consejo General del Poder Judicial, hace ya algunos años —no hay datos para imaginar que ha cambiado—, habla de un porcentaje de impagos que está en torno al 14 ó 15 por ciento; puede llegar al 17 por ciento en el caso de incumplimientos esporádicos en medidas provisionales. Pues bien, con estas previsiones, y en el caso de que no cambiasen, creemos, señor Presidente, que la propuesta que hacemos es perfectamente posible y prudente. No podemos garantizar que esto no vaya a cambiar en el futuro y es por lo que nuestra propuesta, repito, es así de posibilista y moderada.

Para acabar, señor Presidente, quiero decir que mi Grupo va a votar también favorablemente las otras dos proposiciones de ley, la que acaba de ser defendida por la señora Rahola y la que será defendida posteriormente por la señora Almeida, en nombre del Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya.

Nosotros somos conscientes de que el contenido de nuestra proposición de ley es bastante diferente del de las otras dos, es —decía antes— más moderado, más posibilista, creo que tiene mucho más en cuenta las implicaciones presupuestarias, pero el voto hoy a estas proposiciones de ley es solamente el voto a una toma en consideración, es solamente el voto a un problema de oportunidad, y yo creo que todos estamos de acuerdo en que es oportuno que esta Cámara discuta y debata sobre esta cuestión.

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y Lozana): Muchas gracias, señor Jover.


Proposición de ley del Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, sobre creación del fondo de garantía de alimentos y pensiones compensatorias en supuestos de ruptura matrimonial o del núcleo familiar y de alimentos.

En nombre del grupo proponente tiene la palabra la señora Almeida.

La señora ALMEIDA CASTRO: Gracias, señor Presidente.

Señoras y señores Diputados, la verdad es que cuando estaba preparando esta proposición de ley y la defensa ante esta Cámara pensaba que iban a salir algunas palabras como las de la señora Rahola diciendo: se ha copiado. Una de las cosas que quería dejar clara aquí es que no venimos a contarnos ningún protagonismo en estas leyes, sino a solucionar un grave y viejo problema, que está generando pobreza en la mujer fundamentalmente.

En este sentido, cualquier solución que se diera por esta Cámara para tomar en consideración, haría una ley que no sería ni la de la señora Rahola y el Grupo de Esquerra Republicana, ni la del Grupo Socialista, ni siquiera la de Izquierda Unida. Sería, en todo caso, la de toda la Cámara, que ofrece la solución de un problema a los ciudadanos.

Pero ya que se dice que se copia yo le diría a la señora Rahola que la presentamos antes en el Parlamento catalán Iniciativa per Catalunya; luego la presentó el señor Colom; luego la presenta usted; doña Joaquima Alemany la presentó en el Senado; hubo una reunión conjunta en el Senado; en el año 1990 incluso el PP también la presentó, y en 1994. Es decir, estamos presentando esto todo el mundo y venimos al final a presentar la proposición con el único deseo de que se

apruebe, que se tome en consideración y se dé una salida. Es verdad que en eso vamos a coger de todas, porque yo creo que en todas las leyes hay cosas positivas e incluso hay elusiones que yo misma me estoy dando cuenta de que parecen importantes. Además son situaciones que debemos resolver no solamente por un deseo de protagonismo de los partidos, sino por un débito que tenemos con la gravísima situación por la que atraviesan muchas familias monoparentales, la mayoría de ellas encabezadas por mujeres, aunque puede darse algún caso individualizado, pero mayoritariamente por mujeres, y es una obligación que tenemos derivada de muchos compromisos.

Uno de los grandes compromisos, por ejemplo, de los últimos y más recientes, ha sido en la Conferencia de Pekín, que cuando ha analizado la progresiva pobreza de las mujeres ha determinado un compromiso a los gobiernos, y de entre ellos, leo el párrafo 58 de la Plataforma de Acción en su letra i), que dice: Formular y aplicar políticas concretas económicas, sociales, jurídicas y de otra índole en apoyo de los hogares encabezados por mujeres.

También, y lo ha citado ya la señora Rahola, y lo citamos también nosotros porque creemos que es importante, la Recomendación 869 del año 1979, de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, que precisamente la citamos en la exposición de motivos, y que además invitaba a los Gobiernos a que se creen este tipo de fondos que ya existen en diversos países de nuestro entorno y que suponen una protección social para algo más que la familia: para intentar que la gente no se agote en perseguir y en conseguir unos derechos tan esenciales como son los de alimento.

Hemos recibido hace muy poco el informe del Defensor del Pueblo que se ha presentado a esta Cámara, pero casi no hemos tenido ocasión de leerlo. Precisamente el propio Defensor del Pueblo en una entrevista que le hacían este mismo domingo decía —y leo porque son frases bastante claritas— lo siguiente: Nos han llegado muchas denuncias de pobres mujeres que tras conflictos matrimoniales y muchas sentencias favorables en las que se les reconocen pensiones alimenticias, se quedan en la puta rue, con perdón (leo textualmente al Defensor del Pueblo), y sigo: Eso es intolerable. Entonces empiezas a buscar a los responsables del tema y ves que los tíos son tan listos que no hay manera de hacerles que paguen las pensiones. Hicimos una recomendación al Ministro de Economía y Hacienda y a la Agencia Tributaria para que ordenaran a todas sus delegaciones mantener un criterio uniforme y que facilitaran a los jueces los datos fiscales, etcétera. Ellos también hablaban de la necesidad de insistir ante las Cortes en la solución de este problema.

En este momento tenemos un reto y una obligación para solucionar este tema. En este juego entre Gobierno y oposición, oposición y Gobierno hemos pasado por todas las alternativas. 

Antes, cuando los que están en la oposición estaban en el Gobierno, negaban la creación de este fondo. Ahora, cuando están en el Gobierno los que estaban en la oposición, y lo pedían en la oposición al Gobierno, no sé si lo van a negar ahora que están en el Gobierno. Pero los que estamos siempre en la oposición, venimos perpetuamente intentando resolver un problema que esperemos que alguna vez, Gobierno, oposición y el conjunto de todos los grupos, le demos esta solución.

No creo que tenga que recordarle a la Diputada, María Jesús Sainz, lo que decía, por ejemplo, en el año 1993, como lo ha dicho otras veces, incluso no habiendo apoyado nosotros esta propuesta porque mezclaba situaciones distintas de abandono de niños, y no trataba lo que es el fondo del tema. Incluso hizo que la señora Alemany se opusiera por estas cuestiones un poco dispersas, y nosotros también. Decía S. S.: El Grupo Popular considera que debe subsanarse con la urgencia que la necesidad requiere. Consideramos que ya no puede haber disculpas de más estudios, porque, señoría, la Ministra anterior lo tenía todo estudiado.

En este compromiso y en esta perentoriedad en la que todavía siguen las mujeres, haya cambiado el Gobierno o haya aumentado la oposición, lo que sí creemos es que tiene que tener una solución en esta Cámara.

Hemos presentado nuestra proposición de ley. No pretendemos defenderla como la mejor, simplemente creemos que es la más justa. En ese sentido, sí quería referirme a que la proposición de ley presentada por el Grupo Socialista nos parece fundamentalmente insolidaria con las mujeres. En su proposición sólo paga los alimentos de los hijos menores, y las mujeres, que muchas veces han dedicado toda su vida al matrimonio y que se le pone una escasa pensión compensatoria, se pueden quedar en el más absoluto abandono con este tipo de proposición. Por eso hemos puesto garantía para el pago de alimentos y pensiones compensatorias, porque si no podemos dejar indefensas a muchas mujeres que con un modelo injusto de reparto de la responsabilidad familiar se queden sin el derecho a percibir las pensiones.

Para distanciarnos, señora Rahola, pedimos que esta ley sea aplicable no a las que vengan detrás, sino a las que ya estén exhaustas, reclamándola desde hace años, para que puedan acogerse a este proyecto de ley si se crea el fondo de garantía de pensiones, porque si no las muertas ya por alimentos no van a tener encaje en esta ley.

Nuestra proposición intenta, una vez más, colaborar en la solución del problema, y ésta no está en el Código Penal. Se ha hecho el Código Penal, lo hemos modificado.

El Código Penal ha sido interpretado de mil maneras, y no le voy a dar una lección. De las denuncias que se han hecho por impago de alimentos, montones de jueces dicen que la prisión por deuda no existe en nuestro ordenamiento, por lo tanto no van al Código Penal. Otros dicen que los pobres no han sabido nada, que no les han requerido formalmente y no hay carga de pruebas. De todas las querellas que se han puesto, las sentencias por condena se pueden contar con los dedos de una mano —pondré las dos para que no digan que soy exagerada—. Encima cuando condenaban no ponían el resarcimiento civil, sino que te mandan a la vía civil, con lo cual estamos en las mismas.

Tendríamos que llegar a un acuerdo en esta ley para cuando se produzca un impago, porque los impagos de pensiones se producen en la gente de más dinero, en profesionales, en autónomos, porque todo el que tiene nómina le pillan, le embargan y no se salva ni de Hacienda ni de nada. Si a todos los que no pagaran y tuvieran un nivel alto se les obligara a pasar una inspección de Hacienda para ver de dónde vienen sus ingresos y dónde está el dinero negro del que viven y no puede aflorar, estoy segura de que aquí pagaba el 80 por ciento de los que ahora no pagan. Quizá lo tendremos que poner así y prever que en este caso tendremos que tener una actitud de iniciativa, precisamente de colaboración, que hoy no se está dando, entre la Agencia Tributaria, entre la agencia administradora de la Hacienda Pública y que facilite a los jueces toda una serie de datos para poder recabar este tipo de información.

Nosotros creemos que en estos momentos se tiene que tomar en consideración este tema, por justicia, por solidaridad, por eficacia tributaria, porquemos nosotros, ahora que se está hablando tanto de que se va a cambiar la Administración, queremos que lo que se pague no sea a fondo perdido; queremos que obligue a una gran capacidad de recuperación de la Administración del Estado, que no sólo en este caso, sino en otros muchos, es ineficaz; en la recuperación del Fondo de Garantía Salarial en los trabajadores; en la Seguridad Social en los accidentes de tráfico; en montones de situaciones.

Hay que tener eficacia para hacer repercutir precisamente la irresponsabilidad como una forma de mantener una acción eficaz contra lo que nosotros consideramos que es un delito social, que es una vergüenza social, y no es la listeza de uno que dice: si me habrá salido bien el divorcio que estoy logrando no pagar nada. Los que dicen eso son dignos de reproche social.

Nosotros creemos que precisamente las que tienen encomendada una labor de cuidar a los hijos, de alimentarlos y de responsabilidad, deben tener el amparo social que les daría tomar en consideración esta proposición de ley. Por eso lo solicitamos de la Cámara y no para que se apruebe, repito, una u otra, sino para que entre todos y entre todas hagamos una buena ley que solucione un viejo, injusto y creo que antisolidario problema.

Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y Lozana): Muchas gracias, señora Almeida.

¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.)

En nombre del Grupo Vasco (PNV), tiene la palabra el señor Olabarría.

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Señor Presidente, señorías, la verdad es que es difícil decir que no a una proposición o a unas proposiciones, en este caso, de estas características. Y es más difícil decir que no tras escuchar las pertinentes argumentaciones que han utilizado las portavoces y los portavoces que las han defendido y el apasionamiento y el calor puesto por alguna de ellas en particular.

Esta es una materia razonable, es una materia justa, es una materia conceptualmente indefinida todavía; estamos en un período de tránsito, de transición de los compromisos del denominado originariamente Estado providencia o Estado del Bienestar hacia situaciones nuevas donde se redimensionan compromisos de esta naturaleza vinculados a necesidades de carácter social y donde se suscitan cuestiones muchas de ellas novedosas, incluso para el ordenamiento jurídico y para las propias constituciones, que debe ser objeto de atención por los poderes públicos y particularmente por los poderes públicos parlamentarios, señor Presidente.

Dicho esto, hay que decir también otra cosa, señor Presidente. Esta es una proposición de ley que se suele presentar siempre por los grupos de la oposición y que normalmente deniegan o no toman en consideración los grupos que apoyan al Gobierno; lo pudimos comprobar en la legislatura pasada sin ir más lejos.

La verdad es que las propuestas son razonables conceptualmente; son de difícil discusión. Aquí el debate contradictorio, por mucho que uno se esfuerce, es materialmente imposible; cómo va a decir uno que no a que se atienda el pago de las pensiones de alimentos o de otra naturaleza, como las expuestas en caso de situaciones de necesidad, de no existencia de otros bienes diferentes al propio domicilio, o del incumplimiento de resoluciones judiciales. La verdad es que es muy difícil decir que no a esto; pero la verdad es que también el debate, por otra parte, no está suficientemente maduro.

A nosotros nos gustaría, señor Presidente, alternativamente a la toma en consideración de estas proposiciones de ley, un compromiso por parte del grupo parlamentario que sostiene al Gobierno y del propio Gobierno, temporalizado, concretado, en términos temporales, con una cronología precisa, atendiendo al carácter multidisciplinar que necesariamente tiene lo que se intenta regular jurídicamente en estas proposiciones, puesto que afecta a materias presupuestarias, afecta a materias jurídicas y obliga a rectificaciones de cuerpos jurídicos heterogéneos y diversos.

 Nos tranquilizaría, desde una perspectiva del requerimiento más elemental de seguridad jurídica, que el Gobierno se comprometiera a la presentación de un proyecto de ley regulando una materia que es de justicia, que supone evitar discriminaciones que son intolerables —utilizo

la misma expresión que algunos de los portavoces que me han precedido en el uso de la palabra— y que necesitan ser compensadas, superadas y atendidas por los poderes públicos del Estado, desde una perspectiva de compromiso presupuestario público, pero que quizá no tengan o requieran como instrumento, por lo menos suficiente, el contenido material de estas proposiciones de ley presentadas. Si el Gobierno o el grupo que apoya al Gobierno se compromete a estudiar el tema multidisciplinarmente y a presentar un proyecto de estas características, mi grupo vería de alguna forma satisfechas sus inquietudes y anuncia en este contexto que va a votar que no a la toma en consideración de las tres proposiciones.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y Lozana): Muchas, gracias, señor Olabarría.

Por Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió), tiene la palabra la señora Solsona. La señora SOLSONA I PIÑOL: Gracias, señor Presidente.

Señorías, en nombre del Grupo Parlamentario Catalán, expondré cuál es nuestra posición ante las proposiciones de ley sobre fondo de garantía de pago de alimentos que presentan los Grupos Parlamentarios Socialista, Mixto e Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya.

Nuestro grupo ha manifestado ya reiteradamente su preocupación por las consecuencias personales, familiares y sociales que se derivan del impago de las pensiones decretadas por decisión judicial en los casos de separación, divorcio o nulidad matrimonial. Hemos defendido la creación de un fondo de garantía de pensiones y continuaremos defendiéndolo mientras continúen existiendo las familias afectadas, fuertemente afectadas diría yo, por las consecuencias que en este

momento se derivan de la vulneración de la ley y de la burla de los derechos, puesto que, en definitiva, señorías, impagar una pensión, cuyo derecho está legalmente establecido y que es decretado judicialmente, no es únicamente hacer caso omiso de la ley incumpliendo unos deberes, hecho por sí solo grave, sino que además impide a otros, generalmente a mujeres e hijos, el disfrute de sus derechos. Un problema, señorías que, dada mi vinculación con asociaciones de mujeres, conozco muy de cerca y me preocupa extremadamente; me preocupa personalmente y preocupa a nuestro grupo parlamentario, y prueba de ello es que el fondo de garantía de pensiones es uno de nuestros compromisos electorales.

Por otra parte, permítanme, señorías, que recuerde que ha sido nuestro grupo el que mayoritariamente ha llevado la iniciativa parlamentaria de este tema a través de proposiciones no de ley, interpelaciones, mociones, requerimientos de cumplimiento de mociones. Uno de los resultados de las iniciativas presentadas por el Grupo Parlamentario Catalán fue la aprobación, por unanimidad, en el Senado de una resolución derivada de una moción alternativa de todos los grupos parlamentarios a otra presentada por la Senadora Joaquina Alemany, de nuestro Grupo, en la que el Senado instaba al Gobierno a que, dentro de la presente legislatura —decía—, concluyan los estudios que viene realizando y envíe a las Cortes el proyecto legislativo creador de un fondo de garantía encargado de anticipar las cantidades necesarias para hacer frente a las situaciones de necesidad causadas por el impago de las pensiones de alimentos debidas a los hijos, reconocidas en decisión judicial o en convenio judicialmente aprobado.

Esta resolución fue aprobada el día 20 de junio de 1991 y asumida por el Gobierno. Se demostró ya en aquel momento que los diversos grupos parlamentarios coincidían en la necesidad de hallar una solución a un problema que afecta a muchísimas familias. Esta coincidencia ha tenido continuidad, puesto que esta Cámara ha debatido en múltiples ocasiones iniciativas provenientes de uno u otro grupo político, con variaciones diversas, pero también con muchos puntos coincidentes. Sin embargo, señorías, y a pesar de esta preocupación generalizada, lo cierto es que la creación del fondo de garantías de pensiones continúa siendo una de las asignaturas pendientes, siendo una necesidad que responde a una problemática que no es individual, sino que tiene un alcance social. El Grupo Socialista, que hoy presenta, entre otros, esta proposición de ley, ha tenido medios y años para poner en práctica y plasmar realmente la voluntad que ahora presenta como una urgencia inaplazable.

El Grupo Parlamentario Catalán, coincidiendo con la mayoría de los grupos políticos, cree en la necesidad de crear un fondo de garantía de pensiones, pero creemos también que ha de incluirse en la elaboración de los presupuestos del Estado y es responsabilidad del Gobierno presentar una propuesta concreta, dadas las implicaciones económicas y presupuestarias que esto tiene.

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió), aun manteniéndose firme en la necesidad de crear un fondo de garantía para cubrir el impago de pensiones decretadas judicialmente, votará negativamente estas proposiciones de ley que estamos debatiendo porque, a nuestro entender, la manera de solucionar este problema no es pasarlo de uno a otro grupo político, sino que debe ser el propio Gobierno del Estado quien, plasmándolo en la política general, tome la iniciativa y proponga la solución definitiva. Por eso instamos al Gobierno a que se comprometa en ello y en un plazo de seis meses presente un proyecto de ley que permita la creación real y efectiva, dentro de un marco también realista, de un fondo de pensiones.

Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y Lozana): Muchas gracias, señora Solsona.

Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra la señora Sainz.

La señora SAINZ GARCIA: Gracias, señor Presidente.

Señorías, subo a esta tribuna para fijar posición, en nombre del Grupo Popular, sobre tres proposiciones de ley de los Grupos Mixto, Socialista e Izquierda Unida- Iniciativa per Catalunya, de creación del fondo de garantía de alimentos y pensiones compensatorias, justificadas en el mandato constitucional de protección a la familia y en la recomendación de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, como aquí ya se ha hecho referencia. Iniciativas, en definitiva, similares, referidas principalmente a un mismo objeto, a la extensión de la cobertura de esas pensiones complementarias, si bien, desde luego, hay importantes diferencias entre ellas, incluso de gestión, por el Ministerio de Asuntos Sociales en el caso de la propuesta del Grupo Mixto y de Izquierda Unida, y por el Ministerio de Economía en la propuesta del Grupo Socialista y remitida desde luego a la vía reglamentaria para regular los principales aspectos de la misma en el caso de la proposición del Grupo Mixto.

Pues bien, señorías, nuestro grupo, como no podía ser menos, valora positivamente la creación de un fondo de garantía de pensiones de alimentos, por lo que de forma complementaria implica un reforzamiento de las restantes medidas contempladas en la legislación civil y penal, extremo este que nuestro grupo vio desde el primer momento claro y no así algunos de los grupos que ahora han intervenido.

Bien sabemos que el incumplimiento genera situaciones de necesidad, problemas sociales importantes como a lo largo de estos años hemos venido diciendo, llegando a darse, incluso, situaciones muy duras y ello, señorías, es muy cierto, pues si bien el artículo 487 del Código Penal recoge la penalización por el impago de pensiones, también sabemos que, en definitiva, esto no soluciona el problema. De ahí la necesidad de que desde el sector público se actúe solidariamente, como tantas veces hemos dicho, buscando una clara respuesta y dando solución a un problema que afecta de una manera importante, principal y casi fundamentalmente, aunque hay algunas excepciones, a muchas mujeres, que llegan en algunos casos, incluso, a sufrir problemas de marginación y desde luego siempre un nivel de dependencia muy grave, que afecta, lamentablemente, a una situación dura y crítica de unas familias constituidas fundamentalmente por los niños y por las madres.

Pues bien, si esto es así, el Grupo Parlamentario Popular, consciente de todo ello, a lo largo de la IV Legislatura instó al Gobierno. Lo hizo también en la V Legislatura a través de numerosas iniciativas en ambas Cámaras para que se creara ese fondo de garantía y siempre, señorías, como ustedes saben perfectamente, nos encontramos con el rechazo sistemático del grupo que apoyaba al Gobierno, del Grupo Socialista. Primero era el estudio, después era la determinación de la cuantía presupuestaria, por último, la imposibilidad económica de abordarlo.

De nada sirvió que tuviésemos el año Internacional de la Familia; de nada sirvió que nuestro grupo recordase los mandatos constitucionales; que hiciéramos también claras referencias a lo que había ya en numerosos países europeos; tampoco sirvió recordar la resolución del Parlamento Europeo que instaba a los gobiernos a que tomasen esa iniciativa. Y finalmente, como aquí también se dijo, no fuimos capaces, ni siquiera habiendo instado el Senado, por unanimidad, al Gobierno a que se llevase a cabo. Se incumplieron los mandatos de las Cámaras y nos quedamos sin el fondo de garantía de pensiones.

Era evidente, por tanto, que lo que faltaba, señorías, era la clara voluntad política de crearlo, circunstancia que concordaba claramente con que se había eliminado del Segundo Plan de Igualdad y que, por otra parte, tampoco figuraba en el programa electoral del Partido Socialista. 

Por eso, señorías, tienen que permitirme que les diga que para nuestro grupo no deja de ser sorprendente que sea ahora —transcurridos apenas cincuenta días después de la apertura del Parlamento, habiendo perdido el Partido Socialista las elecciones y, por tanto, sin tener ninguna responsabilidad de Gobierno—, cuando presente el Grupo Socialista esta iniciativa.

Repito, no han dejado transcurrir ni cien días para presentar lo que ustedes fueron claramente incapaces de elaborar durante trece años de Gobierno. Tal vez ello lo hagan, señorías, para ocultar la realidad contrastable de que el Grupo Socialista se negó a cumplir un mandado imperativo de la Cámara y siempre empleó tácticas dilatorias constantes.

De todas formas, a nuestro grupo le alegra saber que el Grupo Socialista ha cambiado y que desde el debate tranquilo, sereno y realista podemos contar con el apoyo de su grupo para paliar este problema que sufren tantas familias españolas, con el que ustedes no han querido enfrentarse desde el Gobierno.

El programa de Gobierno del Partido Popular para la presente legislatura sí recoge como uno de los compromisos la creación del fondo de garantía de pensiones.

Pues bien, por otro lado, si ese es un compromiso habrá oportunidad de legislar en este período sobre el fondo de garantía de pensiones. Esa es la voluntad del Gobierno y del grupo que lo apoya.

Quiero decirles, antes de terminar, que hay también defectos técnicos o lagunas importantes en las proposiciones de ley que han presentado ustedes. En primer lugar, hay que resaltar que todas ellas olvidan algo fundamental e importante que es la distribución de competencias que en materia de asistencia social tienen ya asumidas las comunidades autónomas. También es verdad que en la proposición del Grupo Socialista se contempla la existencia de signos externos como elementos a tener en cuenta para los límites establecidos para esos fondos de garantía de pensiones, lo cual lleva a una enorme inconcreción e incluso a hablar de unos síntomas que nos preocupan porque podrían dar lugar a actuaciones claramente arbitrarias. No faltan errores judiciales también en la de Izquierda Unida y la ausencia de una reglamentación es clara, como decía al principio, en la proposición del Grupo Mixto.

En todo caso, también es verdad que alguien podría argumentar que estos extremos podrían ser subsanados en los siguientes trámites parlamentarios. Nuestro grupo considera importante, coherente y fundamental que el Gobierno presente un proyecto de ley. Nos consta, señorías, que el Gobierno está revisando y evaluando el anteproyecto del Grupo Popular que tenía preparado.

Proyecto que hoy, de manera responsable, el Gobierno ultima para mejor articular su estructura administrativa, para realizar la valoración económica precisa, después de determinar el número de beneficiarios.

Termino, señor Presidente, diciendo que el Gobierno se compromete a presentar un proyecto de ley en esta Cámara el próximo mes de septiembre —fecha y decisión, desde luego, muy importantes—, en el marco de un programa integral de política claramente solidaria y que ya el señor Ministro consideró como una de las acciones prioritarias de su Ministerio en su reciente comparecencia ante la Comisión de Política Social y Empleo. Señorías, con ello el Gobierno preparará las bases de una sociedad moderna, de una sociedad claramente solidaria, que apoye al principal agente de solidaridad en nuestros tiempos, la familia. Y, por otra parte, comenzando por lo que debe ser, por aquellas familias que tienen más problemas, por aquellas familias más débiles y a las que, por tanto, es necesario atender en primer lugar.

Muchas gracias, señorías. (Aplausos.)

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda

y Lozana): Muchas gracias, señora Sainz.

Vamos a proceder a la votación. (El señor Presidente ocupa la Presidencia.)

El señor PRESIDENTE: Señorías, vamos a proceder a la votación separada sobre la toma en consideración de las tres proposiciones de ley, que se han tramitado conjuntamente pero que han sido defendidas separadamente.

En primer lugar, votación sobre la toma en consideración de la proposición de ley del Grupo Parlamentario Mixto, presentada por la señora Rahola, sobre creación de un Fondo de Compensación de Pensiones en supuestos de ruptura matrimonial o del núcleo familiar y de alimentos.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:

votos emitidos, 309; a favor, 147; en contra, 161; abstenciones, una.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda rechazada la toma en consideración de la proposición de ley del Grupo Mixto.

Votación sobre la toma en consideración de la pro-posición de ley del Grupo Socialista del Congreso, sobre fondo de garantía de alimentos.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:

votos emitidos, 310; a favor, 147; en contra, 163. 

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda rechazada la toma en consideración.

Finalmente, votación sobre la toma en consideración de la proposición de ley del Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, sobre creación del fondo de garantía de alimentos y pensiones compensatorias en supuestos de ruptura matrimonial o del núcleo familiar y de alimentos.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:

votos emitidos, 309; a favor, 144; en contra, 164; abstenciones, una.

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la toma en consideración.

